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I. Prohibición Tribunales Especiales

Los tribunales especiales deben ser creados ex profeso para conocer de un caso o grupos 

de casos concretos o negocios específicos y a posteriori de la ocurrencia de un hecho o acto 

jurídico que provoca su creación. Deberá resolver todos los asuntos que les hayan sido en-

cargados, dentro de un plazo determinado que al cumplirse dejará de existir. Un tribunal se 

consideraría especial si no cumple con los criterios de generalidad, abstracción y permanencia.

El Estado no debe crear tribunales especiales o ad hoc para sustituir la jurisdicción que co-

rresponda normalmente a los tribunales ordinarios.

La prohibición de tribunales especiales se traduce en la garantía de juez natural que consiste 

en ser juzgados bajo las competencias atribuidas previamente a los jueces por la legislación 

interna y que éstas sean estrictamente observadas.

II. Fuero militar

La actual redacción del artículo 57 fracción II del Código de Justicia Militar es incompatible 

a la luz de un control de constitucionalidad y convencionalidad. Frente a situaciones que 

vulneren derechos humanos de civiles, bajo ninguna circunstancia puede operar la jurisdic-
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ción militar. En caso contrario se afectaría el derecho a participar en el proceso penal de la 

víctima, así como la respectiva reparación del daño, y el derecho a la verdad y la justicia.

Las conductas cometidas por militares que puedan vulnerar derechos humanos de civiles no 

pueden ser competencia de la jurisdicción  militar, porque en ese supuesto los tribunales 

militares ejercen jurisdicción no solamente respecto del imputado, sino también sobre la 

víctima civil, quien tiene derecho a participar en el proceso penal tanto para efectos de 

la reparación del daño, como para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia.

La jurisdicción militar está acotada única y exclusivamente a los delitos y faltas cometidos 

contra la disciplina militar y que en ningún caso y por ningún motivo podrá extenderse sobre 

persona que no pertenezca al Ejército.

La competencia del fuero militar se restringe en los siguientes supuestos: se encuentren in-

volucrados militares y civiles; y/o, esté comprometido el respeto de los derechos humanos 

de los civiles involucrados.

La jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encami-

nada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados a las funciones propias de las 

fuerzas militares. El fuero militar sólo se debe juzgar a militares activos por la comisión de 

delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden 

militar.

Cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia 

ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y el debido proceso.

III. No retroactivadad de la ley penal

La aplicación retroactiva de la ley es permisible en beneficio de la persona, en particular de 

los procesados y sentenciados por un delito. Si un individuo cometió un delito estando vi-

gente una ley sustantiva o procesal y durante el lapso de tiempo en que fue detenido o du-

rante el trámite del proceso se promulga una nueva ley se le debe aplicar la más favorable 

para la concesión de beneficios y derechos, y para el dictado de la sentencia correspondien-

te. Por ley más favorable debe entenderse aquella que establece una pena menor respecto 

de los delitos, la que comprende a las leyes de desincriminación una conducta anteriormen-

te considerada como delito, las que crea una nueva causa de justificación, de inculpabilidad, 

y de impedimento a la operatividad de una penalidad.
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La aplicación de ley de manera retroactiva si puede efectuarse siempre y cuando sea para 

beneficio de los derechos sustantivos de las personas; aquellos que son de imposible repara

ción como la vida, la propiedad, la seguridad y la igualdad.

La prohibición de dar efectos retroactivos a las leyes, se dirige tanto al legislador cuando a los 

diversos órganos encargados de llevar a cabo su aplicación o ejecución, y se traduce en el prin

cipio de que las leyes sólo deben ser aplicables a los hechos ocurridos durante su vigencia.

En un Estado de Derecho todas las autoridades en ejercicio de sus competencias deben 

respetar los principios de legalidad y de irretroactividad, y con mayor énfasis cuando se trata 

del ejercicio del momento en que ejerce el poder punitivo o represión.

El principio de la irretroactividad de la ley penal desfavorable obliga a los Estados a no ejercer 

su poder punitivo aplicando de modo retroactivo leyes penales que aumenten las penas, 

establezcan circunstancias agravantes o creen figuras agravadas del delito. Una persona no 

puede ser penada por un hecho que no era delito o no era punible cuando fue cometido.

	 La jurisprudencia no se rige por la "garantía de irretroactividad de la ley", debido a 

que la misma no puede ser considerada como ley en sentido formal al no ser producto 

del órgano legislativo, sino la interpretación que los tribunales hacen de la legisla-

ción. La jurisprudencia no puede transgredir el contenido de la garantía de irretroac-

tividad, ya que la jurisprudencia no constituye legislación, sigue a la legislación, fija 

en la mayoría de los casos el contenido de una ley y, en casos excepcionales, la inte-

gra; y esta integración tiene que ser conforme a la voluntad del legislador.

IV. Principio de legalidad en materia penal

La definición del tipo penal debe ser redactada de manera estricta y que no permita interpre-

taciones, es decir con un significado unívoco. El tipo debe fijar los elementos que permitan 

al destinatario de la norma entender cual es la conducta punible y evitar un margen de inter-

pretación que le permita a la autoridad ser discrecional. Es preciso utilizar términos estrictos 

y unívocos, que acoten claramente las conductas punibles, dando pleno sentido al principio 

de legalidad penal. Este implica una clara definición de la conducta incriminada, que fije sus 

elementos y permita deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas san-

cionables con medidas no penales. La ambigüedad en la formulación de los tipos penales 

genera dudas y abre el campo al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando 

se trata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que 

afecta severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2013, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Fundación Konrad Adenauer



De
re

ch
os

 H
um

an
os

 en
 la

 Co
ns

tit
uc

ión
: 

Co
me

nta
rio

s y
 Ju

ris
pru

de
nc

ia 
Co

ns
titu

cio
na

l e
 In

ter
am

eri
ca

na

1342

V. Derecho de audiencia

El derecho de audiencia debe respetarse aunque la ley secundaria sea omisa en prever un 

procedimiento defensivo en beneficio del afectado. El derecho de audiencia se distingue y regula 

de manera diferente los actos privativos y los actos de molestia.

Los actos privativos son aquellos que producen como efecto la disminución, menoscabo o 

supresión definitiva de un derecho para su emisión se exige la existencia de un juicio previo 

seguido ante un tribunal previamente establecido, que cumpla con las formalidades esen-

ciales del procedimiento y en el que se apliquen las leyes expedidas con anterioridad al hecho 

juzgado.

Los actos de molestia, pese a que implican también una afectación a la esfera jurídica del 

gobernado solo restringen de manera provisional o preventiva un derecho, se autorizan 

siempre y cuando preceda mandamiento escrito girado por una autoridad competente, en 

donde funde y motive la causa legal del procedimiento. La garantía de audiencia es exigible 

solo tratándose de actos privativos.

VI. Fundamentación y motivación

La motivación es el conjunto de razonamientos lógico jurídicos que demuestra la adecua-

ción de los fundamentos citados en el caso concreto y tiene como propósito primordial y 

ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce 

en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y 

condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro 

para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una 

real y auténtica defensa.

La fundamentación y motivación de las autoridades legislativas no tiene que cumplir con la 

formalidad de fundar y motivar cada precepto de la ley ya que el requisito de fundamenta-

ción se satisface cuando aquélla actúa dentro de los límites de las atribuciones que la CPEUM 

le confiere y la motivación se colma cuando las leyes que emite se refieren a relaciones so

ciales que deben regularse jurídicamente. Se tiene que cumplir con los requisitos de consti-

tucionalidad del acto legislativo (y un control difuso implícito) así como de proporcionalidad 

y de seguridad jurídica.
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VII. Derecho de acceso a la justicia

El derecho al acceso a la justicia es considerado como un derecho fundamental ya que cons-

tituye la vía para reclamar su cumplimiento de derechos humanos ante los tribunales y ga-

rantizar la igualdad ante la ley. Se concreta en la posibilidad de ser parte dentro de un proceso 

y a promover la actividad jurisdiccional que, una vez cumplidos los respectivos requisitos 

procesales, permita obtener una decisión jurisdiccional sobre las pretensiones deducidas.

El derecho al acceso a la justicia es de carácter adjetivo: otorga la posibilidad de tener una vía 

jurisdiccional para la tutela de sus derechos. Los derecho derivados del derecho de acceso a 

la justicia obligan no solamente a órganos judiciales sino a cualquier autoridad que material-

mente realice actos jurisdiccionales.

Es obligación a cargo de los Estados ofrecer a todas las personas un recurso judicial efectivo 

y eficaz contra actos violatorios de sus derechos humanos, sean de fuente nacional o inter-

nacional y asegurar la debida aplicación de dicho recurso por parte de sus autoridades 

judiciales.

Los principios de justicia pronta, justicia completa, justicia imparcial, y justicia gratuita, se 

refieren a las cualidades que se exige que tenga el proceso de administración de justicia. Por 

justicia completa implica un pronunciamiento respecto de todos y cada uno de los aspectos 

debatidos, cuyo estudio sea necesario y se garantice a la persona una resolución en la que, 

aplicando la ley, se decida si le asiste la razón sobre los derechos que reclama. Se encuentra 

relacionado con los principios de congruencia y exhaustividad. Sin embargo, este principio 

no significa que los jueces deban pronunciarse sobre la totalidad de los alegatos presenta

dos sino sólo sobre los que sean necesarios para emitir el fallo, de tal forma que los aspectos 

debatidos se resuelvan en su integridad. La justicia imparcial se refiere a que el juzgador debe 

emitir una resolución apegada a derecho de forma que no dé lugar a que pueda conside

rarse que existió favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido. 

La imparcialidad como principio tiene una dimensión subjetiva que se refiere a las condiciones 

personales del juez que pudieran constituir un impedimento para que conozca de un asun-

to; y una dimensión objetiva que se asocia con los presupuestos normativos que debe apli-

car el juzgador para resolver un caso en un sentido determinado. La justicia gratuita se refiere 

a que los órganos encargados de la impartición de justicia, así como los servidores públicos 

que tienen dicha función, no pueden cobrar a las partes emolumentos por la prestación de 

ese servicio.
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VIII. Expulsión de extranjeros

Es una facultad exclusiva y discrecional del presidente de la República para hacer abandonar 

el territorio nacional, inmediatamente y sin forma de juicio, a todo extranjero cuya perma-

nencia en el país juzgue inconveniente. Esto no significa que los extranjeros puedan ser pri-

vados de sus derechos por lo cual la orden de expulsión debe ser fundada, motivada y 

despachada dentro de las normas y conductos legales.

Los Estados deben adoptar medidas que garanticen a los migrantes los derechos a la liber-

tad, al debido proceso y al acceso a la justicia. Las detenciones de migrantes deben ser 

excepcionales y en su caso deberá ser revisada por un juez, garantizándosele a la afectada, el 

derecho a la presentación de un recurso legal adecuado y efectivo, estableciéndose que 

la detención de personas por incumplimiento de leyes migratorias no debe ser con fines 

punitivos.

La expulsión de extranjeros debe ser una situación realmente excepcional y no un proce

dimiento administrativo común, pues dicha facultad se creó para casos excepcionales y 

graves y para mantener el buen orden social y el respeto y observancia de los principios 

constitucionales.

La facultad que tienen los Estados para fijar políticas migratorias y establecer mecanismos de 

control de ingreso a su territorio y salida de él deben ser compatibles con las normas de pro

tección de derechos humanos establecidas en la CADH. Los objetivos de las políticas migra-

torias deben ser respetar los derechos humanos de las personas, un apego estricto a las 

garantías del debido proceso y al respeto de la dignidad humana.
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	 SCJN. Pleno. VARIOS 912/2010. PONENTE: MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS. EN-

CARGADO DEL ENGROSE: JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ. SECRETARIOS: RAÚL MANUEL 

MEJÍA GARZA Y LAURA PATRICIA ROJAS ZAMUDIO. México, 14 DE JULIO DE 2011.

	 Tesis Aislada. TRIBUNALES ESPECIALES. Semanario Judicial de la Federación y su Gace­
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	 Tesis P. LXXI/2011 (9a.). RESTRICCIÓN INTERPRETATIVA DE FUERO MILITAR. INCOMPA-
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CHOS HUMANOS. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima época, 
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	 Ejecutoria: 1a./J. 10/2001 (9a.). CONTRADICCIÓN DE TESIS 44/2000-PS. ENTRE LAS 

SUSTENTADAS POR EL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO, 

ACTUALMENTE SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y 

DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO Y PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO 

CIRCUITO, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, México, 

Tomo XIII, Abril de 2001, p. 334. Reg. IUS 7084.

	 Ejecutoria: 2a./J. 16/2008 (9a), AMPARO EN REVISIÓN 1102/2000, Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, México, Tomo XXVII, Abril de 2008, p. 903. 

Reg. IUS 20912.

	 Tesis: P./J. 49/2004 (9a.), DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS A QUE SE REFIERE 
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NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO. LA DECLARACIÓN INTERPRETATIVA FORMULA-
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Federación y su Gaceta, Novena Época, México, Tomo XX, Julio de 2004, p. 967. Reg. 

IUS 181148.

	 Tesis 2a. CXIV/2000, EXPROPIACIÓN. LAS LEYES QUE ESTABLEZCAN LA PROCEDENCIA 

DE UN RECURSO PARA IMPUGNAR EL DECRETO RESPECTIVO, PERO SIN ESTABLECER 

SU DEBIDA REGLAMENTACIÓN, VIOLAN LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. Semanario Ju­

dicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, México, t. XII, septiembre de 2000, 

p. 180. Reg. IUS 191250.
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